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2 de noviembre de 2011
I.
RESUMEN

1. El 10 de marzo de 2003 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por Alberto Rivadeneira Muñoz y Carlos Efraín Carlosama (en adelante “los peticionarios”) en la cual se alega la responsabilidad de la República del Ecuador (en adelante “Ecuador”, “el Estado ecuatoriano” o “el Estado”) por la muerte de los ciudadanos colombianos Danny Honorio Bastidas Meneses, Segundo Víctor Bastidas Meneses, Oscar Yamid Gómez Cajas y Weiman Antonio Navia Gómez (en adelante “las presuntas víctimas”), el 18 de enero de 2001 en el lado colombiano del Río San Miguel, departamento del Putumayo, República de Colombia.

2. Los peticionarios alegaron que el Estado era responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos I, II, XVIII y XXIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; artículos 1, 2, 4, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”); artículos 3, 4 y 5 del Protocolo de San Salvador, y los artículos 1, 2 y 3 del Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la abolición de la pena de muerte.  Por su parte, el Estado alegó que ha emprendido una seria y adecuada investigación hasta descubrir a los responsables y sancionarlos y solicita a la Comisión que declare la petición inadmisible y proceda a su archivo.
3. Tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento con los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar admisibles los reclamos sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 8 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención; notificar a las partes y ordenar la publicación del informe en su Informe Anual a la Asamblea General.
II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. La Comisión registró la petición bajo el número 189-03 y el 17 de julio de 2003 procedió a transmitir copia de las partes pertinentes al Estado, con un plazo de dos meses para presentar información, de conformidad con el artículo 30 del Reglamento.  El 30 de diciembre de 2003 el Estado remitió su respuesta, la cual fue trasladada a los peticionarios para sus observaciones.  Los peticionarios presentaron escritos de información adicional el 9 de enero, 22 de noviembre de 2004 y 6 de enero de 2005, los cuales fueron trasladados al Estado para sus observaciones.

5. El 4 de octubre de 2005 los peticionarios presentaron un escrito de observaciones, el cual fue transmitido al Estado para sus observaciones.  El 7 de febrero de 2006 el Estado solicitó una prórroga, la cual fue concedida por la Comisión.  El 17 de abril de 2006 el Estado presentó un escrito de observaciones, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para sus observaciones.  El 23 de enero y el 5 de abril de 2007 los peticionarios presentaron escritos de información adicional, los cuales fueron transmitidos al Estado para sus observaciones.  El 23 de junio de 2008 el Estado presentó observaciones, las cuales fueron transmitidas a los peticionarios para su conocimiento.  El 19 de octubre de 2010 se solicitó a los peticionarios información actualizada sobre el asunto de referencia, la cual fue enviada el 17 de agosto de 2011 y transmitida al Estado para su conocimiento.  El 31 de agosto de 2011 los peticionarios enviaron información actualizada, la cual fue transmitida al Estado para su conocimiento.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de los peticionarios
6. Los peticionarios alegan que el 18 de marzo de 2001 los ciudadanos colombianos Danny Honorio Bastidas Meneses, Segundo Víctor Bastidas Meneses, Oscar Yamid Gómez Cajas, Weiman Antonio Navia Gómez habrían sido asesinados a disparos por miembros del Ejército ecuatoriano en el río San Miguel, en el corregimiento de Puerto Colón, municipio de San Miguel, departamento del Putumayo, República de Colombia.  Según consta en el expediente las diligencias de levantamiento de los cadáveres y las necropsias practicadas a las presuntas víctimas estuvieron a cargo de la Inspección de Policía Municipal de La Dorada, departamento de Putumayo, República de Colombia.

7. Los peticionarios indican que según las declaraciones de los sobrevivientes, nueve personas, entre ellas las presuntas víctimas, se habrían encontrado navegando en el río San Miguel transportando madera para construir un rancho en el corregimiento de Puerto Colón, en la República de Colombia y que durante el trayecto fueron sorprendidos por disparos de potentes armas de fuego que venían del lado ecuatoriano.  Indican que algunas personas se lanzaron del bote para huir y que en ese momento aparecieron del lado ecuatoriano unos helicópteros volando muy bajo y disparando contra las personas que se encontraban en el agua.  Señalan que no vieron de qué entidad eran los helicópteros pero que esa misma mañana por ese sector habrían sobrevolado helicópteros del Ejército ecuatoriano.  Señalan además que algunos de ellos lograron sobrevivir ocultándose de un lado del bote y saliendo por la orilla colombiana del río.  Indican que el levantamiento de los cadáveres habría sido realizado por la Inspección de Policía Municipal de la Dorada, departamento del Putumayo, República de Colombia.
8. Los peticionarios alegan que tras los hechos, los familiares de las presuntas víctimas habrían acudido ante el Consulado colombiano en Nueva Loja, provincia de Sucumbíos, República del Ecuador a denunciar los hechos y que ante ello el Asesor Legal del Consulado habría interpuesto a su vez, el 14 de mayo de 2001, una denuncia ante el Juez Tercero de lo Penal de Sucumbíos que a la fecha no habría producido resultados.
9. Por otro lado, alegan que la prensa reportó dos versiones sobre los hechos.  La prensa narró que según el Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas del Ecuador se produjo un enfrentamiento entre una patrulla militar y un grupo de narcotraficantes en la frontera con Colombia, el cual tuvo como saldo narcotraficantes muertos y capturados, sin especificar el número.  Por su parte, la información procedente de Colombia hizo referencia a un ataque perpetrado desde tierra y aire por el Ejército ecuatoriano contra campesinos colombianos que tuvo como saldo ocho muertos y más de 20 desaparecidos.

10. De la información aportada por los peticionarios se desprende que por estos hechos se adelanta una investigación en Colombia por el homicidio múltiple agravado en perjuicio de las presuntas víctimas.  En dicha investigación se habría señalado que el ataque provino de uniformados ecuatorianos, que en el curso del mismo hubo disparos y explosiones de las que participaron helicópteros ecuatorianos.

11. Señalan que el expediente de la causa penal que se adelanta en Colombia fue aportado el 14 de mayo de 2001 por los familiares de las víctimas como denuncia dentro del juicio 13-2001 que se adelanta en el Juzgado Tercero de lo Penal de Sucumbíos, República de Ecuador por el delito de tenencia y producción de droga.  Indican que se solicitó al Juzgado Tercero que realice una investigación sobre dichos hechos.  Indican que los familiares no comparecieron como denunciantes por lo que el Asesor Jurídico del Consulado colombiano en Nueva Loja, Alberto Rivadeneira Muñoz, asumió la denuncia.  Indican que el Juez envió el expediente a la Fiscalía para que disponga lo pertinente.

12. Los peticionarios alegan que, pese a sus reiteradas solicitudes ante diversas autoridades, la Fiscalía Distrital de Sucumbíos, a cargo del caso, no ha tomado ninguna acción para investigar los hechos, lo cual ha tenido como consecuencia que el caso permanezca en la impunidad.

13. Finalmente, indican que el Consulado de Colombia en Nueva Loja emprendió diversas acciones a fin de lograr el juzgamiento de los responsables.  Al respecto, en la información aportada por los peticionarios consta que el Consulado de Colombia en Nueva Loja puso en conocimiento de la Cancillería de los hechos ocurridos y que el Gobierno de Colombia decidió elevar una protesta al Gobierno ecuatoriano.  Asimismo, se desprende que mediante nota verbal No. E-109 la Cancillería de Colombia reiteró al Gobierno ecuatoriano la necesidad de que las acciones que se adelanten en contra de organizaciones delictivas en la zona de frontera se realicen de forma conjunta y solicitó que se adelante una investigación contra las Fuerzas Armadas ecuatorianas a fin de esclarecer lo sucedido.

14. En suma, los peticionarios alegan que el Estado violó los derechos consagrados en los artículos I, II, XVIII y XXIV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, artículos 1, 2, 4, 8 y 25 de la Convención Americana, artículos 3, 4 y 5 del Protocolo de San Salvador, y los artículos 1, 2 y 3 del Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la abolición de la pena de muerte.  En cuanto al cumplimiento con el requisito del previo agotamiento de los recursos internos, los peticionarios sostienen que el caso se mantiene en la impunidad.
B.
Posición del Estado
15. El Estado alega que no ha sido demostrada la participación de sus agentes en el atentado contra los ciudadanos colombianos por lo que no habría base para atribuir responsabilidad al Estado.  El Estado alega que no existe una causa penal iniciada a fin de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de los presuntos hechos.  Indica que sí existe un juicio penal contra presuntos narcotraficantes detenidos el 18 de enero de 2001 durante un operativo antinarcóticos de las Fuerzas Armadas del Ecuador y que, de los informes elaborados por el Ministerio de Defensa Nacional, se desprende que los ciudadanos colombianos asesinados jamás estuvieron involucrados de ninguna manera en el operativo.

16. El Estado alega también que las alegadas violaciones habrían ocurrido fuera del territorio ecuatoriano por lo que los jueces nacionales carecen de competencia ratione loci para conocer el presente caso.  Posteriormente, alega que al no haber iniciado acciones judiciales en Ecuador no se habrían agotado los recursos de jurisdicción interna.  Finalmente, indica que el Estado ha emprendido una seria y adecuada investigación hasta descubrir a los responsables y sancionarlos y solicita a la Comisión que declare la petición inadmisible y proceda a su archivo.

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia
17. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a Danny Honorio Bastidas Meneses, Segundo Víctor Bastidas Meneses, Oscar Yamid Gómez Cajas y Weiman Antonio Navia Gómez y sostiene que las violaciones alegadas en su perjuicio son atribuibles al Estado ecuatoriano.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 28 de diciembre de 1977, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.

18. En cuanto a la competencia ratione loci, en la petición se alega que los hechos habrían sido perpetrados por miembros del Ejército ecuatoriano en el río San Miguel, en el corregimiento de Puerto Colón, municipio de San Miguel, departamento del Putumayo, República de Colombia, por lo que alega que las presuntas víctimas estuvieron sometidas a la jurisdicción de la República de Ecuador.  Por su parte, el Estado alega que la Comisión Interamericana carece de jurisdicción en razón del territorio por considerar que los hechos habrían ocurrido fuera del territorio de Ecuador.
19. Aunque jurisdicción usualmente se refiere a la autoridad sobre personas que se encuentran dentro del territorio de un Estado, los derechos humanos son inherentes a todos los seres humanos y no se basan en su ciudadanía o ubicación. Bajo el derecho Interamericano de los derechos humanos, cada Estado está obligado en consecuencia a respetar los derechos de todas las personas dentro de su territorio y de aquellas presentes en el territorio de otro Estado pero sujetas al control de sus agentes
.  Esta postura coincide con la de otros organismos internacionales que al analizar el ámbito de aplicación de instrumentos internacionales de derechos humanos han contemplado su extraterritorialidad.
20. Al respecto, al momento de adoptar la Convención Americana se amplió el margen de protección a los derechos reconocidos en la Convención Americana, en la medida en que los Estados no sólo podrían llegar a ser responsables internacionalmente por actos u omisiones que les fuesen imputables dentro de su territorio, sino también por aquellos actos u omisiones cometidos por fuera de su territorio, pero dentro de una esfera en la que ejerzan jurisdicción
.

21. Así, la Comisión Interamericana ha determinado, similarmente a otros órganos internacionales, que tiene competencia ratione loci respecto de un Estado por hechos ocurridos en el territorio de otro Estado, cuando las presuntas víctimas han estado sometidas a la autoridad y control de sus agentes
. De lo contrario, se configuraría un vacío jurídico en la protección de los derechos humanos de las personas que la Convención Americana busca proteger, lo que iría en contravía del objeto y fin de este instrumento
.  Asimismo, la Comisión ha señalado que “en ciertas circunstancias, el ejercicio de su jurisdicción sobre hechos ocurridos en un lugar extraterritorial no sólo es congruente sino requerido por las normas pertinentes. Los derechos fundamentales de la persona son proclamados en las Américas sobre la base de los principios de igualdad y no discriminación: 'sin distinción de raza, nacionalidad, credo o sexo'"
.
22. Dado que los derechos individuales son inherentes a la persona humana, todos los Estados americanos están obligados a respetar los derechos protegidos de cualquier persona sujeta a su jurisdicción.  Si bien ello se refiere comúnmente a las personas que se hallan dentro del territorio de un Estado, en determinadas circunstancias puede referirse a la conducta con un locus extraterritorial, en que la persona no está presente en el territorio de un Estado.  En ese sentido, al momento de analizar el ámbito de jurisdicción de la Convención Americana, es necesario determinar si existe un nexo de causalidad entre la conducta extraterritorial de un Estado y la alegada violación de los derechos y libertades de una persona.
23. En principio, la investigación no se refiere a la nacionalidad de la presunta víctima o a su presencia en una determinada zona geográfica, sino a que si en esas circunstancias específicas, el Estado observó los derechos de una persona sometida a su autoridad y control
.  En vista de lo anterior, la Comisión considerará en el fondo la prueba relativa a la participación de agentes del Estado ecuatoriano en los hechos, independientemente que los hechos hayan ocurrido fuera de su territorio.  Por lo anterior, la Comisión concluye que tiene competencia ratione loci para conocer esta comunicación por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían sido presuntamente cometidas por agentes del Estado de Ecuador.
24. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  
25. Con respecto a los alegatos sobre violaciones de la Declaración Americana, en atención a lo dispuesto en el Estatuto de la Comisión y el artículo 23 de su Reglamento, la Comisión goza, en principio, de competencia ratione materiae para examinar violaciones de los derechos consagrados por dicha Declaración
.  Sin embargo, la CIDH ha establecido previamente
 que una vez que la Convención Americana entra en vigor en relación con un Estado, es dicho instrumento --no la Declaración-- el que pasa a ser la fuente específica del derecho que aplicará la Comisión Interamericana, siempre que en la petición se aleguen violaciones de derechos sustancialmente idénticos consagrados en los dos instrumentos
.  En la presente petición se observa que los artículos I, II, XVIII y XXIV consagran derechos sustancialmente idénticos a aquellos protegidos en la Convención Americana.  Por su parte, en base al artículo 19.6 del Protocolo de San Salvador, la Comisión tiene competencia para analizar hechos vinculados a la violación de los artículos 8 y 13 de ese instrumento, por lo que carece de competencia ratione materiae para pronunciarse sobre las alegadas violaciones a los artículos 1, 2 y 3 de dicho instrumento en el contexto de una petición individual.
26. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana y el Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la abolición de la pena de muerte.
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

27. El artículo 46.1.a de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.

28. El artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando:

a) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados;

b) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos, y

c) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

Según lo establece el Reglamento de la Comisión, y lo expresado por la Corte Interamericana, toda vez que un Estado alega la falta de agotamiento de los recursos internos por parte de los peticionarios, tiene la carga de identificar cuales serían los recursos a agotarse y demostrar que los recursos que no han sido agotados resultan “adecuados” para subsanar la violación alegada, vale decir que la función de esos recursos dentro del sistema del derecho interno es idónea para proteger la situación jurídica infringida
.
29. En el presente caso el Estado alega que el reclamo del peticionario no satisface el requisito del previo agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna, previsto en el artículo 46.1 de la Convención Americana dado que no se habrían iniciado acciones judiciales en Ecuador.  El Estado informa que ha impulsado un proceso relacionado con el narcotráfico y un operativo realizado en la misma fecha, pero que la muerte de las cuatro presuntas víctimas no se relaciona con dicho proceso.  Sostiene que los peticionarios no han denunciado los presuntos hechos en Ecuador.  Por su parte, el peticionario alega que pese a sus reiteradas solicitudes ante diversas autoridades, la Fiscalía Distrital de Sucumbíos, a cargo del caso, no ha tomado ninguna acción para investigar los hechos, lo cual ha tenido como consecuencia que el caso permanezca en la impunidad.

30. Según surge de los alegatos de las partes, por estos hechos se estaría adelantando una investigación en Colombia por el homicidio múltiple agravado en perjuicio de las presuntas víctimas en la que se habría indicado que el ataque provino del Ejército ecuatoriano.  Asimismo, se tiene que en Ecuador se adelanta el juicio 13-2001 en el Juzgado Tercero de lo Penal de Sucumbíos, República de Ecuador por el delito de tenencia y producción de droga.  La Comisión observa que los familiares de las presuntas víctimas solicitaron al Juzgado Tercero que realice una investigación sobre los hechos y que la denuncia habría sido asumida por el Asesor Jurídico del Consulado colombiano Alberto Rivadeneira Muñoz.  Asimismo, observa que el Juez Tercero envió el expediente a la Fiscalía para que disponga lo pertinente.  Es decir, aunque el Estado de Ecuador indica que los peticionarios no habrían denunciado los presuntos hechos ante las autoridades judiciales del país, según la información disponible fueron denunciados y dieron lugar a una investigación que continuaría abierta ante los tribunales ecuatorianos.
31. Asimismo, la Comisión toma nota de los alegatos de que a pesar de las reiteradas solicitudes de los peticionarios ante diversas autoridades, la Fiscalía Distrital de Sucumbíos, a cargo del caso, no habría tomado acción alguna para investigar los hechos.  Por lo tanto, dadas las características del presente caso, el lapso transcurrido desde los hechos materia de la petición, y que la investigación penal continúe pendiente, la Comisión considera que resulta aplicable la excepción prevista en el artículo 46.2.c de la Convención Americana respecto del retardo en el desarrollo del proceso penal interno, por lo cual el requisito previsto en materia de agotamiento de recursos internos no resulta exigible.
32. La invocación de las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos en ella consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia.  Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo vis á vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla de agotamiento de los recursos internos resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la posible violación de los artículos 8 y 25 de la Convención.  Cabe aclarar que las causas y los efectos que impidieron el agotamiento de los recursos internos serán analizados en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si configuran violaciones a la Convención Americana.

2. Plazo de presentación de la petición

33. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46(2)(c) de la Convención Americana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

34. En el presente caso, la petición fue recibida en 10 de marzo de 2003 y los hechos materia del reclamo se produjeron el 18 de enero de 2001, aunque no se abrió una investigación hasta después, la cual continúa pendiente, y sus presuntos efectos en términos inter alia de la alegada falta en la administración de justicia se extienden hasta el presente.  Por lo tanto, en vista del contexto y las características del presente caso, así como el hecho de que aún una investigación se encuentra suspendida en la fase de investigación preliminar, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.
3. Duplicación y cosa juzgada internacional 
35. El artículo 46.1.c de la Convención dispone que para que una petición sea admitida por la Comisión se requerirá que “la materia de petición o comunicación no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional” y en el artículo 47.d de la Convención dispone que la Comisión declarará inadmisible toda petición o comunicación cuando “sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión u otro organismo internacional”.  No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional.  Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.

4. Caracterización de los hechos alegados

36. Frente a la información presentada por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la Comisión encuentra que en el presente caso corresponde establecer que los alegatos de los peticionarios podrían caracterizar violaciones al derecho a la vida protegido en el artículo 4 de la Convención Americana en concordancia con el artículo 1.1 del mismo Tratado en perjuicio de las cuatro presuntas víctimas.  Asimismo, la Comisión encuentra que en el presente caso corresponde establecer que los alegatos de los peticionarios podrían carectizar violaciones a los derechos a las garantías judiciales y la protección judicial protegidos en los artículos la 8.1 y 25 de la Convención Americana en perjuicio de los familiares de las presuntas víctimas.
37. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.  La Comisión también considerará en la etapa de fondo, la presunta violación del artículo 5 de la Convención Americana en perjuicio de los familiares de las presuntas víctimas.
38. La Comisión considera que los peticionarios no presentaron alegatos que sustenten una posible violación del Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la abolición de la pena de muerte.

V.
CONCLUSIONES
39. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por los peticionarios sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 8.1 y 25 en concordancia con el artículo 1.1 de la Convención Americana y que éstos son admisibles, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Asimismo, concluye que corresponde declarar inadmisible el reclamo sobre la presunta violación del Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos relativo a la abolición de la pena de muerte.
40. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin que ello signifique prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1. Declarar admisible los reclamos sobre la presunta violación de los artículos 4, 5, 8 y 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mismo Tratado.
2. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y a los peticionarios.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 2 días del mes de noviembre de 2011.  (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� El Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, consideró que debía abstenerse de participar en el examen y en la decisión de este asunto con base en el artículo 17.3 del Reglamento de la CIDH.  El motivo expuesto por el Comisionado Escobar Gil fue los hechos habrían ocurrido en territorio colombiano en vista de lo cual, el Estado colombiano tiene jurisdicción para investigar los hechos.  La Comisión Interamericana aceptó la inhibición y por lo tanto el Comisionado Escobar Gil no participó en la deliberación ni votación de este caso.


� CIDH. Informe No. 112/10, Petición Interestatal PI-02, Franklin Guillermo Aisalla Molina (Ecuador – Colombia). 21 de octubre de 2010, párr. 91 y CIDH. Informe No. 86/99, Caso 11.589, Armando Alejandre Jr., Carlos Costa, Mario de La Peña y Pablo Morales (República de Cuba), 29 de septiembre de 1999.


� CIDH. Informe No. 112/10, Petición Interestatal PI-02, Franklin Guillermo Aisalla Molina (Ecuador – Colombia). 21 de octubre de 2010, párr. 90.


� CIDH. Informe No. 109/99, Caso 10.951, Coard y otros (Estados Unidos). 29 de septiembre de 1999, párr. 37; Informe No. 31/93 caso 10.573, Salas (Estados Unidos), 14 de octubre de 1993, párr. 6.


� Corte EDH, Chipre c. Turquía, Sentencia del 10 de mayo de 2001, párr. 78.


� CIDH. Informe No. 86/99, Caso 11.589, Armando Alejandre Jr., Carlos Costa, Mario de La Peña y Pablo Morales (República de Cuba), 29 de septiembre de 1999, párr. 23.


� CIDH. Informe No. 86/99, Caso 11.589, Armando Alejandre Jr., Carlos Costa, Mario de La Peña y Pablo Morales (República De Cuba), 29 de septiembre de 1999, párr. 23.


� Corte I.D.H., Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre dentro del marco del Artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-10/89, 14 de julio de 1989, Serie A No. 10, párr. 41.


� CIDH, Informe Nº 03/01, Caso 11.670, Amilcar Menéndez, Juan Manuel Caride, et al., (Argentina), 19 de enero de 2001, párr. 41. 


� Corte I.D.H., Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre dentro del marco del Artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, Opinión Consultiva OC-10/89, 14 de julio de 1989, Serie A No. 10, párr. 46.


� Artículo 31.3 del Reglamento de la Comisión. Ver también Corte I.D.H., Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrafo 64.





